
LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

DE - 

LOS PRESTADORES DE SERVICIOS 

EDUARDO PAVELEK. 

CORPORACION MAPFRE. 

i9?1 



LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

DE - 

LOS PRESTADORES DE SERVICIOS 

S U M A R I O  

1.  JUSTlFlCAClON DE LA NUEVA DIRECTIVA. 

2. ANTECEDENTES DE LA PROPOSICION. 

3. OBJETIVOS DE LA PROPUESTA. 

4. CONTENIDO DE LA PROPOSICION: ASPECTOS BASICOS. 

5 .  EXAMEN DE LA PROPOSICION. 

5.1. Esquema General. 
5.2. Comentarios Específicos. 

5.2.1 . RBgimen General (Art. 1 ). . 
5.2.2. Concepto de Servicio (Art. 2). 
5.2.3. Definición de Prestador (Art. 3). 
5.2.4. El Daño (Art. 4). 
5.2.5. RBgimen de la Prueba (Art. 5). 
5.2.6. Intervenci6n de tercero - 

Concurrencia de culpas (Art. 6). 
5.2.7. Cláusulas de Exoneración (Art. 7). 
5.2.8. Solidaridad (Art. 8). 
5.2.9. Caducidad (Art. 9) 
5.2.10. Prescripcidn (Art. 1 0 ) .  
5.2.1 1 .  Disposiciones más favorables (Art. 1 1 ) .  
5.2.12. Otras Provisiones. 

6. RELACIONES CON OTRAS NORMAS COMUNITARIAS. 



7. DISPOSICIONES SOBRE ESTA MATERIA EN DERECHO ESPAÑOL 

7.1. La responsabilidad patrimonial de la Administración. 
7.2.  La Ley General para la Defensa de Consumidores y Usuarios. 
7 .3 .  Normativa de Transportes. 

7.3.1. Navegación Aérea. 
7.3.2. Navegación Marítima. 
7.3.3. Transporte Terrestre. 

7.4. Preceptos de Derecho Común. 
7.5.  Responsabilidades de Servicios determinados. 

8. EFECTOS DE LA DIRECTIVA 

8.1. Efectos sobre los ciudadanos. 
8.2. Efectos sobre la Industria. 
8.3. Efectos sobre la lnstitucidn Aseguradora. 

9. COROLARIO 

ANEXOS 

l. CUADRO ESOUEMATICO DE LA DIRECTIVA 374185. 

II. INCORPORACION DE LA DIRECTIVA 374185 A LAS LEGISLACIONES 
NACIONALES. 

111. RESUMEN DEL PROCESO DE INCORPORACION DE LA DIRECTIVA 374185 
A LA LEGlSLAClON ESPAÑOLA. 

IV. RESOLUCION DEL CONSEJO DE CEE DE 9.1 1.89 

V. PLAN TRIENAL DE ACCION SOBRE POLlTlCA DE LOS CONSUMIDORES EN 
LA CEE (1 990 - 1992) DE 3 DE MAYO DE 1990. 



LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

DE 

LOS PRESTADORES DE SERVICIOS ( 1  ) 

1. JUSTlFlCAClON DE LA NUEVA DIRECTIVA 

Según se recoge en la Exposición de Motivos de la propuesta presentada por 
el comisario Karel Van Miert el pasado mes de Octubre, el Sector Servicios 
ocupa una posición estratégica en el mercado económico europeo ya que 
más de la mitad del valor ailadido producido en la Comunidad (1.396.791 
millones de ECUS en 1986) provino de actividades relacionadas con la 
prestación de los mismos, aproximadamente el 60°h de la población activa 
de Europa estaba ocupada en 1985 en el citado sector y, por último, la 
Comunidad Europea se configura sin ninguna duda como el primer 
exportador Mundial de Servicios (2) .  

Aunque bien es cierto que una gran cantidad de estos servicios no presentan 
un factor de riesgo elevado a tenor de sus propias características (servicios 
financieros, legales, ciertas actividades de mediación), existen otros, por lo 
contrario, que pueden ofrecer un arave oeliaro a la intearidad física de lag 
personas o de sus bienes (cuidados de la salud, servicios relacionados con 
los productos, reparaciones, instalaciones, zonas de juego, hostelería, 
lugares de ocio, así como "servicios inmateriales" tales como vigilancia, 
transportes y viajes) (3).  

A la vista de estas circunstancias y con el objetido de la realización del 
mercado interior en un plazo breve, factor que constituye actualmente una 
cuestidn absolutamente prioritaria, resulta evidente que es preciso "facilitar 
la adquisición de productos y la contratación de servicios por el consumidor 
en otro pais comunitario. Ello implica que puedan utilizarlos en su lugar de 
residencia, repararlos , mantenerlos y, en su caso, poder reclamar como si 
se tratara de un producto o servicio adquirido o contratado en su misma 
localidad (4). 

Para alcanzar esta meta, se manifiesta como absolutamente necesario la 
superacibn de los obstáculos que impiden la libre competencia, entre los 
cuales se encuentran multitud de disposiciones legales de carácter nacional 
que dificultan la expansidn transfronteriza de las actividades de servicios. 



Las razones inmediatas que han conducido a iniciar los trabajos dirigidos a 
un rápido estudio y urgente aprobación de esta proposición de Directiva 
parten, pues, de los siguientes argumentos: 

a) Establecimiento de un rdaimen común de res~onsabilidad civil: 
Armonizando las diferencias existentes en cuanto a la apreciación de 
la culpa, objetivación de la responsabilidad, valoración de la relación 
de casualidad, inversión de la carga de la prueba, etc. 

b)  Precedente del régimen uniforme sobre Res~onsabilidad Dor daiios 
causados oor ~roductos defectuosos (Anexo 1). aprobado el 25 de 
Julio de 1985, que debería haber sido incorporado con las 
legislaciones nacionales de los Estados miembros en un plazo de tres 
años a partir del día de su comunicacidn (5).  (Por razones diferentes, 
quedan todavía cuatro Estados por cumplir los requerimientos de esta 
Directiva, según se puede apreciar en el Anexo 11) .  

Si ya se cuenta con un instrumento jurídico que reconoce e instaura 
un sistema de Responsabilidad Civil objetivo o cuasi objetivo en 
materia de productos defectuosos por razones de "justicia 
distributiva" resulta absolutamente inexcusable establecer un marco 
asimilable que contemple la armonizacibn del régimen de 
responsabilidad de los prestadores de servicios. 

c) Cuestiones econ6micas liaadas directamente a la consecución del 
mercado interior. ya que la inexistencia de un régimen armonizado 
podría conducir a una empresa de servicios a instalarse en un Estado 
donde los consumidores gozaran de un régimen de proteccidn menos 
ventajoso (6). 

d) Las propias características de los servicios aconsejan acudir a una 
mec t i va  de caracter horizontal en virtud de los aspectos comunes 
que pueden ser contemplados en un texto basico (ausencia de 
contratos escritos, complejidad tbcnica de la prestaci6n, dificultades 
de identificacidn de la causa del daño. problemas de pruebas, etc. ..). 



2. ANTECEDENTES DE LA PROPOSlClON 

Como todas aquellas disposiciones relacionadas con la protección de los 
consumidores, el antecedente más remoto hay que situarlo en la reunión de 
los Jefes de Estado y de Gobierno del París en Octubre de 1972, en visperas 
de la ampliación de la comunidad, que se traduce en el PRIMER PROGRAMA 
DE ACCION donde se declara la pretensión de garantizar cinco derechos 
fundamentales (7): 

Salud y Seguridad. 

* Intereses económicos. 

* Acceso a la Justicia. 

* Educación e información. 

* Consulta y representación. 

Estos mismos derechos se reafirmaron posteriormente en el SEGUNDO 
PROGRAMA DE ACCION EN 1981. oero lamentablemente. a oesar de las - .  . . 
buenas intenciones. las medidas llevadas a la práctica quedaron muy lejos 
de los propósitos iniciales en razón , según se dice, a la recesión económica 
experimentada en esos años, a la consideración de que se trataba de una 
materia reservada a los Estados Nacionales, a la necesidad de unanimidad 
de los palses miembros para la aprobación de las propuestas a tenor de los 
artlculos 100 y 235 del Tratado Fundacional, y a la formulación de gran 
cantidad de proposiciones reguladoras de aspectos concretos en diversas 
materias de consumo (81. 

Precisamente coincidiendo con el dkcimo aniversario de la adopción de esta 
política para protección de los consumidores, la comunicaci6n de la 
Comisi6n al Consejo de 4 de Julio de 1985 (9) viene a rememorar el proceso 
histórico acaecido en este período y acentuar la "Necesidad de un nuevo 
impulso para la politica de protección de los consumidores, a través de un 
triple efecto. 



1 ) Comercialización de ~ roduc tos  sesuros, que se formula por medio de: 

Reglamentaciones concretas en materia de sanidad y 
seguridad. 

Medidas de cooperación entre autoridades nacionales. 

Creación de mecanismos comunitarios de vigilancia y control. 

Campañas de información y educación de los consumidores. 

2) Consecución de beneficios de carácter aeneral oara los consurnidoreg 
euroDeos, salvaguardando los intereses económicos de los mismos, 
especialmente en lo que respecta al contenido de este trabajo en 
aquello que se relaciona con el sector de servicios y los problemas de 
funcionamiento de las garantías y servicio postventa en materia de 
vehículos a motor o aparatos eléctricos ( lo) ,  viajes todo incluido (1  1) 
y servicios públicos (1 2). 

3) Consideración de un rnavor Deso de los intereses de los consumidores 
en la oolítica comunitaria, mediante el establecimiento de mecanismos 
de consulta con organizaciones representativas de los mismos 
(Comité Consultivo de los Consumidores (CCC) y el Bureau Europeo 
de las Uniones de Consumidores (BEUC) (1 3). 

Posteriores textos del Consejo y de la comisi6n en materia de seguridad y 
calidad de los productos (14) no vienen sino a confirmar los principios 
maestros que han estado inspirando la política de protección de los 
consumidores a nivel comunitario hasta concluir en la Resolucidn del Consejo 
de 9 de Noviembre de 1989 "sobre las futuras prioridades para el 
relanzamiento de la política de protección del consumidor (1  5) que puede 
señalarse como antecedente inmediato de la Proposición de Directiva sobre 
Responsabilidad de los Prestadores de Servicios. 

De este modo, en uno de sus considerandos se subraya la importancia de 
fomentar la seguridad asi como las mejoras de la información relativa a la 
calidad de los productos y servicios, a traves del estudio de la posible 
aplicación en el plano comunitario de instrumentos para fomentar "la 
seguridad de los servicios" (Anexo IV). 



Por último, a la luz del contenido de esta resolución , el Consejo invita a la 
Comisión a presentar antes del 31 de Diciembre de 1989 un "PLAN 
TRIENAL" sobre "los objetivos de la Comunidad para la política de 
protección y fomento de los intereses de los consumidores, plan que 
finalmente ha sido aprobado el pasado mes de Mayo (1 6) (Anexo V). 

En tal sentido, dentro del punto 3 - Seguridad de los Consumidores, se 
reafirma una vez más entre las medidas a emprender la necesidad de 
elaborar una propuesta concreta sobre responsabilidad en las prestaciones 
de servicios, completar la aplicación de la Directiva 851374 sobre 
responsabilidad de productos y aprobar el proyecto de Directiva sobre 
seguridad de los productos. 

3. OBJETIVOS DE LA PROPUESTA 

Como ya se ha mencionado siquiera un poco de pasada, el objetivo de la 
propuesta se dirige a la creacibn de un RBgimen uniforme en materia de 
responsabilidad civil de los prestadores de servicios por daños directos 
causados a la salud y la integridad de las personas y de sus bienes en el 
marco del contenido de la prestación, de forma que los consumidores de los 
distintos Estados puedan beneficiarse de un grado similar de protección de 
sus derechos e intereses. 

Al hilo de esta Última expresión, cabe señalar un segundo objetivo de orden 
económico estrechamente vinculado con la realización del mercado interior, 
ya que "la ausencia actual de armonización de las reglas mínimas relativas 
a la responsabilidad del prestatario de servicios derivada de un servicio 
defectuoso, perjudica al desarrollo del sector frenando las perspectivas de 
expansi611 que ofrece la abolición de las fronteras. (1  7). 

En definitiva, lo que se pretende conseguir con esta disposición y con otras 
asimilables es un igual grado de protección de los consumidores cualquiera 
que sea el lugar donde residan. 

4. CONTENIDO DE LA PROPOSICION: ASPECTOS BASlCOS 

Aunque en el borrador inicial se acogfa un sistema de responsabilidad sin 
culpa por daños causados a la integridad física de las personas o de sus 
bienes, el texto último se ve aliviado de una consideración tan estrícta 
acudiendo a la nocibn de culpa del prestatario de servicios mediante un 
regimen de responsabilidad erigido sobre la inversibn de la carga de la prueba 



en favor de la víctima, pero solamente en lo que respecta a los daños 
personales o materiales sufridos por los consumidores. 

Con este cambio de rumbo se reconocen las tendencias jurisprudenciales 
experimentadas en la mayoría de las naciones en los últimos años a la vez 
que no se convulsiona gravemente el régimen de responsabilidad por culpa 
vigente en gran parte de los Estados miembros. Asimismo, se facilita a los 
perjudicados la compensación de sus daños ya que las dificultades 
~robatorias recaerán en el ~restatario de servicios . auien habrá de demostrar 
Su ausencia de culpa, considerándose en todo Caso las circunstancias 
especificas de prestación de servicio (naturaleza, objeto, destinatario, 
reglamentaciones técnicas aplicables, informaciones proporcionadas, 
estipulaciones contractuales, etc). 

Por la propia naturaleza de los daños sujetos a este regimen de 
responsabilidad, existen servicios que no caerán bajo el bmbito de esta 
disposición, tales como aquellos que se traduzcan en simples perjuicios 
económicos (finnancial losses). Del mismo modo, otros servicios regulados 
bajo otras normativas, (tales como los "viajes todo incluido" o la gesti6n de 
residuos industriales tampoco se contemplan en la citada disposición. 

Por otra parte, para aclarar ciertos interrogantes que habían surgido del 
examen del texto inicial, el Comisario Van Miert anunció la elaboración 
próxima de proposiones de Directiva especifica a adoptar antes del 31 de 
Diciembre de 1992 en materia de servicios m6dicos, profesiones juridicas y 
actividades de construcción. 

Por último, y sin perjuicio de comentarios posteriores, hay que destacar que 
el marco de la Directiva parece obedecer a un criterio de contenido mínimo 
de inwcusable aplicaci6n en los paises miembros que "no impedirá a las 
victinus en modo alguno acogerse a derechos nacionales más favorables a 
sus intereses". 

5. EXAMEN DE LA PROPOSICION 

5.1 . Esauema General 

Ha de destacarse que la Proposición de Directiva se desarrolla a 
traves de un texto relativamente breve. Consta de unos 
considerandos iniciales que, como suele ser habitual, vienen a resumir 
tanto las bases de la Directiva como otros principios que inspiran la 



política de protección de Consumidores, y de las disposiciones 
específicas que afectan a este régimen de responsabilidad articuladas 
del siguiente modo: 

- Principio general iart. 1 ). 

Servicio iart. 2). 

Prestatario (art. 3). 

- Dano (art. 4). 

RBgimen de la prueba iart. 5). 

lnterrupcidn de la relacidn de causalidad (art. 6). 

- Clausulas de exoneracidn (art. 71. 

- Solidaridad (art. 8). 

Caducidad lart. 9). 

Prescripción iart. 10). 

- Disposiciones nacionales m8s estríctas (art. 11). 

Disposicidn transitoria (art. 12). 

- Disposición transitoria a las legislaciones 
nacionales íart. 13). 

- Disposicidn final lart. 14). 

5.2. Comentarios Es~ecif icog 

Sin llegar a descender a un anblisis exhaustivo de esta propuesta por 
razones de brevedad, s i  se pretende destacar aquellos aspectos rnbs 
trascendentales del texto y subrayar más tarde aquellos puntos que 
podrían comportar cierta contradicci6n con otras disposiciones 
vigentes. 



Réaimen General (Art. 1 ) 

Ya se indicó anteriormente que la propuesta de Directiva 
vendría a consagrar un rkgimen de responsabilidad 
culposo con inversión de la carga de la prueba: 

1. "El prestador de servicios es responsable 
del daiío causado por su culpa, en el marco 
de la prestación del servicio, a la salud y a 
la integridad física de las personas o a la 
integridad física de sus bienes muebles 
corporales o inmuebles, comprendiendo 
aquí todos aquellos que sean objeto de la 
prestación". 

2. La carga de la prueba de la ausencia de 
culpa incumbe al prestador del servicio. 

3. Para apreciar la culpa, es preciso tener en 
cuenta el comportamiento del prestador de 
servicios que asegure, en las condiciones 
normales y razonablemente previsibles, la 
seguridad que pueda legítimamente 
esperarse. 

4. El s61o hecho de la existencia o de la 
posib i l idad de u n  serv ic io  mas 
perfeccionado, en el momento de la 
prestacibn o ulteriormente, no es 
constitutivo de culpa. 

Es aconsejable destacar que, a diferencia de la Directiva 
sobre Res~onsabilidad de Productos en aue las 
~osibilidades de exoneracidn del fabricante estan 
restringidas a seis supuestos concretos, el presente 
texto no limita los argumentos de defensa por parte del 
prestador. 



Tampoco se recoge en esta disposición una definición de 
~erv ic io  defectuoso, tal y como se formula en el art. 6 
de la Directiva sobre productos defectuosos. 
Simplemente se contemplan algunos factores asimilables 
en lo que se refiere a la apreciación de la culpa: 
conducta del prestador, condiciones normales y 
razonablemente previsibles, seguridad que pueda 
legítimamente esperar. 

Asimismo, el hecho de la posibilidad de recibir un 
servicio más perfeccionado no comportará por si mismo 
la existencia de culpa. Parece que con esta última 
declaración se intenta trasladar los terminos utilizados en 
la definición de producto defectuoso a la prueba de la 
cuba. 

Igualmente, sólamente mencionar que a la luz del 
contenido de la propia propuesta, no sería aventurado 
afirmar que las posibilidades de exoneraciónacogi6ndose 
al argumento de "los riesaos de desarrollo" serían 
plenamente aceptables. 

Por Último, teniendo en cuenta la ausencia de 
conocimientos tbcnicos por parte de los perjudicados y 
las dificultades que aconstumbran a surgir a la hora de 
demostrar que un servicio ha sido defectuoso, ya que si  
es factible acudir a productos iguales como medio 
probatorio, pero no es fhcil acogerse a servicios similares 
pues suelen finalizar con la propia prestación , se 
consagra el principio de inversión de la carga de la 
prueba, verdadero eje sobre el que gravita el sistema de 
responsabilidad que la Directiva vendrá a contemplar. 

Quizá es esta definicidn uno de los puntos que más 
problemas puede originar en el futuro y no estar[a de 
más que del propio texto surgiera un repertorio de 
servicios sujetos a este regimen especial de 
responsabilidad. 



"A los efectos de la presente Directiva. el término 
servicio designa toda prestación realizada a titulo 
profesional o de servicio público, y de manera 
independiente, a título oneroso o no, que no 
tengan por objeto directo y exclusivo la 
fabricación de bienes o la transferencia de 
derechos reales o intelectuales". 

"La presente Directiva no se aplica a los servicios 
públicos relacionados con la seguridad pública, ni 
a los viajes "todo incluido" ni a los servicios 
relativos a los residuos industriales. 

Tampoco se aplicará a los danos cubiertos por 
regímenes de responsabilidad regidos por 
Convenciones Internacionales ratificados Dor los 
Estados miembros o por la Comunidad". 

En primer lugar, reiterando lo expresado más arriba, se 
excluirían aquellos servicios que no supongan un 
atentado a la salud o integridad física de las personas o 
los bienes. En los comentarios a este artículo se citan 
explícitamente los malos consejos financieros, 
asesoramiento en materia de inversión o seguros, 
aunque se traduzcan en una disminución del patrimonio. 

Asimismo dentro del sentido excluyente de la definici6n, 
será servicio todo lo que no sea fabricación o 
transferencia de derechos reales o intelectuales, 
asumiéndose que toda aquella actividad configurada 
como fabricación deberá regirse por el régimen 
específico de la Directiva de productos defectuosos, a 
través de la consideración amplia del término productor 
que incluye tambikn al fabricante aparente, 
intermediario, distribuidor e importador. 

Tampoco estarían incluidos los servicios de 
mantenimiento del orden público tales como policía o 
prisiones, ni los servicios de "viajes todo incluido" o 
gestidn de residuos que están o estarán recogidos en 
disposiciones especiales. Igual conclusión hay que 
aplicar a otros regímenes de responsabilidad abordados 



en Convenios internacionales específicos (Energía 
Nuclear, Aeronaves, Tráfico Marítimo, Transporte de 
Mercancías, etc.). 

Por otro lado, el servicio debe ser ejercido de manera 
independiente, sin afectar a la responsabilidad de 
empleados sometidos a contrato de trabajo. 
Obviamente, el trabajador por cuenta ajena no 
respondería frente a su empresario por la realización de 
un trabajo defectuoso en virtud de esta proposición. En 
el supuesto de causarse daños a terceros por parte de 
un empleado en el ejercicio de las funciones 
encomendadas en razón de su cargo, la reclamación se 
canalizaría hacia la esfera de responsabilidad del propio 
Em~resario. 

En declaraciones posteriores a la redacción del texto, ya 
se ha visto cdmo se tiene previsto abordar disposiciones 
específicas en materia de servicios jurídicos , m4dicos 
asl como en lo que respecta a actividades relacionadas 
con la construcción. 

¿Cuáles serian, pues, los servicios sujetos a esta 
regulación?. En los comentarios oficiales se recogen 
algunos ejemplos: calefactores, electricistas, garajes, 
hosteleria, tintorerías, reparaciones, vigilancia, 
instalaciones varias , transportes. 

La relación oodrla extenderse am~liamente. Dero no cabe 
duda que' surgiran problemas de caliicacibn de 
determinadas actividades de carActer mixto susceptibles 
o no de causar dafios corDorales o materiales directos. 

Definición de Prestador de Serviciog (Art. 3) .  

El Ambito de aplicación de esta propuesta va sin duda 
referido a los directamente afectados por el regimen de 
responsabilidad que esta disposicibn establece. Se 
revela, pues, de una importancia determinante la 
consideración de los sujetos pasivos a los efectos del 
documento que se este exponiendo: 



1. El término "prestador de servicios" designa 
toda persona física o jurídica, ya sea 
pública o privada, que, en el marco de sus 
actividades profesionales o de servicios 
públicos, suministra una prestacibn de las 
contempladas en el art. 2. 

Merece la pena destacar la extensión de prestador a los 
proveedores de servicios públicos, concepto, como es 
sabido, bastante elaborado por la jurisprudencia y la 
doctrina espatiola a la luz del régimen de responsabilidad 
objetiva aplicable a la Administración. Se trataría en este 
caso de uno de los supuestos que, como después se 
ver& no seria afectado, desde nuestra particular opinión, 
por el sistema de responsabilidad que se pretende 
instaurar. 

2. La persona que suministra un servicio 
utilizando para la realiracidn de dste los 
servicios de un representante o de otro 
intermediario jurídicamente dependiente 
sera considerado como prestador de 
servicios en el sentido de la presente 
directiva. 

Con esta definición se asume la interpretacibn de que 
realmente sea configurado como prestador aquel en 
cuyo nombre se realiza la prestación, aunque se utilicen 
los servicios de otro representante . Sin embargo, la 
formulación original de este precepto no ha sido 
demasiado afortunada y podría conducir a la conslusibn 
de no considerar como prestadores a estos otros 
intermediarios. 

3. Sin embargo, si el prestador de servicios 
contemplado en el phrrafo 1 no esta 
establecido en la Comunidad y, sin 
perjuicio de la responsabilidad de Bste, el 
representante  o e l  in termediar io  
jurldicamente dependiente que preste el 



servicio en la Comunidad es igualmente 
considerado como prestador de este 
servicio en el marco de la presente 
Directiva. 

En los comentarios al texto básico se formula una 
referencia concreta a estas personas al asimilarlas a 
ciertos "Agentes Comerciales", que pueden prestar 
ciertos servicios por cuenta de una empresa establecida 
fuera de los países de la Comunidad. En cierto modo, 
equivaldrían al "importador" del art. 3 de la Directiva por 
responsabilidad civil de productos defectuosos. 

En sentido excluyente, ya se ha visto que aquellas 
actividades que no sean susceptibles de causar un daño 
de la clase que seguidamente se expondra no estarían 
sujetas al regimen de responsabilidad expresado en la 
propuesta de Directiva. Por consiguiente, el art. 4 es de 
suma importancia para marcar la frontera de los 
servicios afectados. 

1. El termino dafio designa: 

a) El dafio directo causado por la 
muerte o por todo atentado a la 
salud o a la integridad física de las 
personas. 

b) El dafio directo causado por todo 
atentado a la Integridad física de los 
bienes muebles corporales o 
inmuebles, comprendiendo los 
animales, a condición de que estos 
bienes: 

- Sean de un tipo normalmente 
destinado al uso o consumo 
privado y 



Hayan sido destinados o 
utilizados por la víctima 
principalmente para su uso y 
consumo privado. 

C)  Todos los daños materiales de 
carácter económico que deriven 
di rectamente de l os  daí ios 
contemplados en los puntos a y b. 

De esta definición , se deduce una intencidn clara de 
excluir los perjuicios puramente económicos que no 
resulten de daños personales o materiales. En sentido 
contrario, los denominados en terminología aseguradora 
~eriuicios Patrimoniales consecuenciales o consecutivos . . 
sí serían objeto de este nuevo régimen de 
responsabilidad (lucro cesante, ciertos gastos y 
desembolsos, paralizaciones, etc. .. 1 .  

Además , debe tratarse de daiios directos de modo que 
aquellos que no reflejen una relación inmediata con un 
daño corporal o material no caen bajo el gmbito de esta 
disposición. Asimismo, el resarcimiento de los daiios 
morales , queda sometido a la regulación específica de 
las legislaciones nacionales. 

En cuanto a la definición de daños materiales de uso o 
consumo privado, conviene recordar que se recoge 
fielmente la definición contenida en el art. 9 de la 
Directiva de Responsabilidad Civil por Productos 
Defectuosos, aunque bien es cierto que sin la franquicia 
de 500 ECUS. Es, pues, preciso interpretar este 
concepto en el sentido de que los daños a los bienes no 
privados no son objeto de esta proposición de Directiva. 

Por último, en el supuesto de la realizacidn de unos 
servicios concretos (reparación, manipulación y 
similares), en los comentarios al texto original se formula 
una referencia expresa al hecho de que los daños al 
gbieto del servicio caen de lleno baio el ámbito del 
m i s m ~ .  



RBaimen de la Prueba (Art. 51. 

Pocos comentarios que efectuar sobre este articulo; 
simplemente indicar las diferencias observadas con 
respecto al artículo 4 de la Directiva 374185. Mientras 
que en este segundo caso el perjudicado debe demostrar 
el daño, el defecto del producto y la relacion de 
causalidad, a la luz de la nueva propuesta sdlo se exige 
la prueba de dos elementos dano v nexo causal entre 
prestacidn de servicio y daño. Sera el prestador del 
servicio, como ya se indicb, quien debe aportar los 
oportunos hechos y circunstancias que le exoneren de 
responsabilidad. 

"El perjudicado esta obligado a probar la 
existencia del dafio y la relación de causalidad 
entre la prestación del servicio y el dafio". 

5.2.6. Intervención de tercero - Concurrencia de culoag [Art. 6 )  

Este artículo respeta casi textualmente la redaccidn del 
art. 8 de la Directiva de 198.5 que trata del mismo tema. 
Por un lado, se declara que la intervención de tercero no 
reduce la responsabilidad del prestatario y, por otro, se 
expresa que la culpa del perjudicado puede reducir o 
anular la responsabilidad. 

" 1. La responsabilidad del prestador de 
servicios no disminuye cuando el dafio sea 
causado conjuntamente por su culpa o por 
la intervención de tercero. 

2. La responsabilidad del prestador puede ser 
reducida, incluso anulada, cuando el dafio 
haya sido causado conjuntamente por su 
culpa y por la del perjudicado o por la de 
una persona de la cual la víctima sea 
responsable." 



Al gravitar el peso de la responsabilidad en el 
comportamiento culposo del prestador, el presente texto 
no hace referencia a un servicio defectuoso, noción que 
sí se contemplaba en el primer borrador. Se trata de un 
concepto que podría resultar equivalente al termino 
producto defectuoso, tal y como se formula este 
precepto en la Directiva, que en cierto modo ha servido 
como precedente a la disposición objeto de estos 
comentarios. 

5.2.7. Clhusulas de Exoneración (Art. 7) 

"El prestador de servicio no puede limitar o 
liberarse, en relación al perjudicado, de la 
responsabilidad que el incumbe en aplicación de 
la presente Directiva. 

Parece ocioso indicar que se trata de una exoneracidn de 
responsabilidad expresada a través de cláusulas 
específicas de este carácter. No hubiera sido superfluo 
incluir en el artículo esta coletilla tal y como se recoge 
en el art. 12 de la Directiva sobre Productos 
Defectuosos: "por virtud de cl&usulas limitativas o 
exoneratorias de la responsabilidad". 

5.2.8. Solidaridad (An. 8) 

Nuevamente, se acude a la tantas veces citada Directiva 
374 como fuente de inspiracidn para regular este 
principio, circunstancia que no merece más extenso 
comentario. 

" 1. Si, en aplicacidn de la presente Directiva, 
varias personas son responsables del 
mismo dafio, su responsabilidad ser& 
solidiaria, sin perjuicio de las disposiciones 
de derecho nacional relativa al derecho de 
repetición de los prestadores entre si". 



Sin embargo, se añade un segundo párrafo donde se 
declara la responsabilidad solidaria entre el franquiciante 
que "presta su nombre" y el franquiciado "que presta su 
servicio", ya que se piensa que normalmente una imagen 
de marca prestigiosa puede ser determinante para que el 
consumidor adopte una determinada decisión. Un 
ejemplo ilustrativo vendría facilitado por la elección de 
acudir a servicios oficiales de reparación de vehículos o 
de electrodorn6sticos que operan "bajo concesibn" del 
fabricante. 

2. El franquiciante y el franquiciado, a tenor 
del Reglamento 4087188 de la Comisión 
del 30 de Noviembre relativo a la aplicación 
del art. 85 del tratado por categorlas del 
"acuerdo de franquicia" se asimilan a las 
personas solidariamente responsables 
según el párrafo 1. 

Se admite no obstante la posibilidad de exoneración si el 
franquiciante o el franquiciado pueden probar que el 
daño se debe a un producto que no habían suministrado 
O im~uesto .  

Caducidad (Art. 9) 

El plazo establecido para la extinción de los derechos del 
perjudicado se fija en cinco anos a contar desde la fecha 
de prestacidn del servicio, mientras que en la Directiva 
de productos es de 10 afios. La razdn se encuentra en 
las propias características de las actividades afectadas. 

" 1. Los Estados miembros dispondrhn en su 
legislaci6n que los derechos conferidos a 
los perjudicados en aplicacidn de la 
presente Directiva se extinguiren a la 
expiración de un plazo de cinco aiios, a 
contar desde la fecha en la cual el 
prestatario ha suministrado el servicio que 
ha causado el aiio, a menos que durante 
este periodo la vlctima hubiera ejercido un 
procedimiento judicial, administrativo o 
arbitral contra Bste". 



También se recoge un segundo punto realmente 
cuestionable, que seguramente se suprimirá, ya que las 
actividades relacionadas con la construcción se 
regularán, según se ha manifestado posteriormente, en 
una disposición específica. Sorprende, no obstante, el 
plazo de 20 ailos formulado en este artículo. 

" 2. El plazo indicado en el párrafo 1 se 
extenderá a 20 ahos cuando el servicio se 
refiera a la concepción o a la construcción 
de inrnuebles". 

Los aspectos relativos a esta cuestión siguen 
textualmente la reQ~laci6n establecida en el art. 10 de la 
Directiva de Productos Defectuosos. Se contemola un 
plazo de tres afios a contar desde que el demandante 
tenga o pueda tener conocimiento del daño, del servicio 
y de la identidad del prestador. 

Sin embargo, para servicios relacionados con la 
concepción o construcción de inrnuebles, el plazo citado 
se establece en 10 aiios. Aunque ya se ha visto cómo 
probablemente esta disposición no prosperara ya que 
tanto el régimen de caducidad como el periodo de 
prescripción modificarían en profundidad la denominada 
"Responsabilidad Decenal" y obligaría a considerar los 
plazos de garantía establecidos en la Ley Francesa o en 
el actual Borrador de Ley de Ordenación de la 
Edificación. 

5.2.1 1. Dis~osiciones mas favorables (Art. 1 1 ) 

Este artículo se manifiesta como especialmente 
determinante en cuanto viene a declarar implícitamente 
que el futuro texto se configurara como una Directiva de 
Mínimos, ya que es posible adoptar o mantener normas 
más favorecedoras para los consumidores, siempre que 
no perjudique a los objetivos de armonización y libre 
circulación y competencia. 



Esta cuestión merecería un debate detenido en el 
momento de ponderar la operatividad de la Ley General 
para la Defensa de Consumidores y Usuarios, que ha 
sido, desde nuestra opinión, el principal impedimento 
para dilatar la incorporación de la Directiva de Productos 
a la Legislación Española. 

"Sin perjuicio de las disposiciones de la presente 
Directiva, los Estados miembros pueden adoptar 
o mantener disposiciones que aseguren una 
protección más estricta de los consumidores de 
servicios, en la medida en que no atenten a los 
objetivos de armonización de la Directiva, y 
especialmente, en cuanto no creen nuevos 
obstaculos a la libre circulación ni nuevas 
distorsiones de la competencia". 

5.2.12. otras Provisiones 

Por último, s6lamente indicar en este punto que la 
Directiva no se aplicaría a los servicios prestados antes 
de la fecha en que la misma entre en vigor. En cualquier 
caso, a la vista de que la consecución del Mercado 
Unico no este muy distante en el tiempo, es de esperar 
que, antes de finales del año próximo, se hayan 
culminado los correspondientes debates para la 
promulgación del texto definitivo. 

6. RELANNES CON OTRAS NORMAS COMUNITARIAS 

A lo largo de este informe ha podido observarse cdmo este nuevo texto se 
configura como un complemento imprescindible de la "Directiva sobre 
responsabilidad por daiios causados por productos defectuosos"; incluso, 
ademds de desenvolverse en el mismo espíritu, algunos de sus preceptos 
ofrecen una redacción paralela. Es precisamenteesta connotación reparadora 
y compensatoria una característica que la distingue de la futura Directiva 
sobre Seguridad de los Productos, en trance de discusión, que se inspira en 
una filosofía de cardcter preventivo. Prosiguiendocon este mismo esquema, 
es de esperar que prongo aparezca el primer borrador que de paso a la futura 
Directiva sobre Seguridad de los Servicios. 



Por otro lado, la disposición objeto de estos comentarios se enmarca dentro 
del espíritu del "Nuevo imaulso aara la Política de Protección de los 
Consumidores (181, a cuya luz numerosas disposiciones han venido siendo 
elaboradas en un cuerpo legislativo muy variado: (Publicidad engañosa, 
Cláusulas abusivas, Crédito al consumo, Juguetes, Venta por 
correspondencia.. . 

En tal sentido y según se expresa en los documentos complementarios al 
texto oficial "La Directiva propuesta tiene un caracter horizontal y establece 
unos elementos de base que se aplican de modo general en ausencia de 
textos específicos". 

Asimismo, otras normas especificas de cardcter internacional, no 
estrictamente comunitario, que también se refieren a prestaciones de 
servicios concretos (navegación aérea, marítima, transporte de mercancías 
peligrosas, etc.), podrían verse afectados por esta disposición, si no se 
hubieran excluido específicamente en el concepto de servicio contemplado 
en el artículo segundo del texto propuesto: 

"Tampoco se aplicara a los danos cubiertos por regirnenes de 
responsabilidad regidos por convenciones internacionales ratificadas 
por los Estados mikmbros o por la Comunidad". 

7. DISPOSICIONES SOBRE ESTA MATERIA EN DERECHO ESPANOL 

La multiplicidad de servicios que caerían bajo el ámbito de la propuesta de 
Directiva y el régimen de mínimos que en la misma se establece van a 
ocasionar probablemente ciertos conflictos con disposiciones de derecho 
interno ya vigentes, bien es cierto que algunos poco desarrollados pero, sin 
embargo, otros con una bastante raigambre social y jurisdicional. Por otro 
lado, tampoco hay que soslayar el régimen aplicable a la responsabilidad 
contractual por incumplimiento absoluto o cumplimiento defectuoso o 
incompleto del C6digo Civil que ha sido el sistema que ha venido 
aplicándose , al menos tebricamente, hasta la promulgacibn de la Ley de 
Consumidores junto con la accidn de resarcimiento en sede extracontractual. 



7.1. La responsabilidad Patrimonial de la Administración 

Ya se ha visto como la proposición de Directiva que se ha comentado . . 

extiende también este regimen de responsabilidad por culpa con 
inversión de la carga de la prueba a los "Servicios Públicos". Desde 
nuestra opinión, se trata de uno de los supuestos en que el 
perjudicado se colocaría en una clara situaci6n desfavorable con 
respecto al régimen que hasta el momento se ha venido aplicando. 

En efecto, la Responsabilidad de la Administración por el 
funcionamiento de los servicios públicos fue en su tiempo, como 
manifiesta el propio Tribunal Supremo "una gran conquista para 
nuestro régimen administrativo" que más tarde vino a recibir pleno 
respaldo constitucional en el art. 106.2: 

"Los particulares, en los t4rminos establecidos por la Ley, 
tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran 
en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de 
fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos". 

Se trata de un párrafo declarativo de la Responsabilidad de la 
Administración que con carácter general eleva el más alto rango el 
principio de la garantía patrimonial de los ciudadanos frente a las 
acciones administrativas dafiinas, y que formula con un mejor rigor 
técnico el bloque normativo que recogía el sistema legal de las 
responsabilidades de las actividades administrativas diversificadas 
(Administración del Estado o , Administraciones regionales, 
Administraciones Locales , Administración Institucional) (1  9). 

"El deber de resarcimiento de la Administración no est8, pues, 
forzosamente vinculado a la conducta culpable de sus agentes, 
sino que puede serle exigido por el simple funcionamiento de 
los servicios públicos , haya habido o no culpabilidad en la 
produccibn del hecho daiioso" (201. 



7.2. La Lev General oara la Defensa de Consumidores v Usuarios (211 

Aunque su operatividad práctica, en lo que se refiere a los efectos 
jurídicos y sociales del nuevo régimen de responsabilidad que esta 
disposicidn venia a establecer, cabe al menos de calificarse como 
cuestionable, la realidad es que desde 1984 existe en nuestro país 
una legislacidn "ESPECIAL" en materia de responsabilidad civil por 
productos y servicios destinados a los consumidores. 

La citada Ley - muy criticada por otra parte - viene a conformarse por 
un conglomerado de materias de cariz administrativa , civil e, incluso, 
mercantil "aue constituven. en efecto. un coniunto normativo de 
difícil interoretaci6n v. en alaunos asoectos de difrcil aolicaci6n". de 
manera que "la falta de claridad del sistema v la im~recisi6n de los 
términos iurídicos utilizados. ha ocasionado muv distintas y 
contradictorias interoretaciones iurídicas en las normas viaentes. c m  
arave daño de interés aeneral" (22). 

No es momento de analizar con el debido detenimiento el capítulo Vlll 
GARANTIAS Y RESPONSABILIDADES de la citada disposición. 
Simplemente merece la pena destacar el hecho, quizá olvidado con 
alguna frecuencia, de que el ámbito de la Ley se dirige no solamente 
a regular las responsabilidades por el suministro defectuoso de objetos 
de consumo sino que se extiende a proteger a los consumidores o 
usuarios aue adauieren o disfrutan como destinatarios finales. bienes. 

~ ~. 
productos, SERVICIOS, ACTIVIDADES O FUNCIONES, cualq"ieraque 
sea la naturaleza pública o privada, individual o colectiva de quienes 
los producen, facilitan, suministran o expenden (Art. 1.2.) 

Descendiendo con algo más de detalle al contenido de los preceptos 
que regulan el regimen de responsabilidad civil en materia de 
consumo, se aprecian dos sistemas distintos cuya diferencia se centra 
en el grado de objetivaci6n. En otras palabras, se establece "un 
regimen general de responsabilidad semiobjetiva o semiplena y, por 
otra parte, un regimen especial, en atención a determinados 
productos, de responsabilidad objetiva. (23). 



a) De acuerdo, pues, con el primer esquema se instaura un 
sistema asimilable al que propugna la futura Directiva sobre 
servicios "con inversión de la carga de la prueba": las acciones 
u omisiones de quienes produzcan, importan, suministran o 
facilitan productos o servicios a los consumidores o usuarios, 
determinantes de daiios o perjuicios a los mismos, darán lugar 
a la responsabilidad de aqubllos a menos que conste o se 
acredite que se han cumplido debidamente las exigencias y 
requisitos reglamentariamente establecidos y los demás 
cuidados y diligencia que exige la naturaleza del producto, 
servicio o actividad. (Art. 26 LGDCU). 

En cualquier caso las oportunidades de exonerarse por esta vía 
se expresarán de una forma un tanto restringida ya que podría 
pensarse "en que se deja prácticamente cerrada la posibilidad 
de organizar una defensa basada en la falta de errores o 
negligencias del causante del año, porque implícitamente los 
hechos vienen a demostrar que cuando un daño acaece, alguna 
omisión o error se ha producido previamente y esa negligencia 
debe funcionar como causa del daño. En consecuencia, en la 
realidad, el sistema instaurado va a resultar objetivo en 
prficticamente todos los casos" (24). 

b)  Con respecto al regimen especial y sin entrar en detalles sobre 
lo que se ha denominado farragosa definición del art 28 en lo 
referente al contenido de la noción de la garantía de niveles 
determinados de pureza, eficacia o seguridad, así como en lo 
relativo a la existencia de "controles de calidad", se enumeran 
en el párrafo segundo una serie de productos o servicios 
sujetos en todo caso a este sistema de responsabilidad 
objetiva: productos alimenticios, los de higiene y limpieza, 
cosm6ticos. especialidades y productos farmac6uticos. 
servicios sanitarios, de gas y electricidad, electrodom&sticos y 
ascensores, medios de transporte, vehlculos a motor y juguetes 
y productos dirigidos a los nifios. 

Como puede observarse, se ha mezclado un repertorio de 
productos y servicios sin obedecer a ningún criterio Ibgico, e, 
incluso, se contemplan actividades econdmicas aqui recogidas 
que pueden decantarse por uno u otro sector: por el de la 
fabricacidn - distribucidn o por el de la prestacidn de servicios. 
(25) .  



Por otra parte, es preciso señalar que este sistema de 
responsabilidad objetiva o plena se encuentra limitado 
cuantitaviamente a la cifra de 500 millones de oesetas. La 
formulacidn del artículo lleva a interrogarse nuevamente sobre 
cuál sería la referencia sobre la que gravitaría este tope: 
¿fabricante o prestador, producto, serie de productos, 
perjudicado?. 

En definitiva y para concluir , el esquema de responsabilidad de la 
propuesta de Directiva que estamos comentando, no va a suponer 
precisamente un cambio revolucionario sobre el régimen que hasta 
ahora, al menos teóricamente, se debería estar aplicando, 
especialmente si se considera que se trata de un sistema anterior en 
el tiempo que, en cierto modo, otorgaría ciertas ventajas a la víctima, 
en cuyo caso podría mantenerse a nivel de derecho interno, según se 
expresa en el propio texto. 

7.3. Normativa de Transoorteg 

A los efectos de la propuesta de Directiva, la prestacibn se servicios 
de transporte caen plenamente dentro del sistema de responsabilidad 
previsto en la misma, con la excepción de aquéllos supuestos sujetos 
al régimen de responsabilidad regidos por Convenciones 
Internacionales ratificadas por los Estados miembros o por la 
Comunidad (art. 2. Definicidn de Servicio). 

Dentro de este ámbito hay que incluir la larga tradicidn de Convenios 
elaborados a lo largo de los aiios pero que, obviamente, afectan 
sdlamente al transporte internacional, considerando como tal básica, 
pero no exclusivamente, aquellos en el que el lugar de partida y 
destino están situados en dos Estados diferentes (26). 

Sin embargo, el transporte nacional podria verse afectado por la 
nueva directiva en la medida que no desarrolle un regimen más 
favorecedor para los usuarios que el propugnado por la citada 
propuesta. 

En tan sentido, en el transporte aereo s i  se declara expresamente 
regimen más esrricto de responsabilidad, pero no parece suceder lo 
mismo con el resto de modalidades de transporte. 



Naveaación Aérea 

La propia ley de Navegacidn ABrea de 21 de Julio de 
1960 declara de una forma taxativa en el art. 120 (27): 

"La razón de indemnizar tiene su base objetiva en 
el accidente o daiio y procederá, hasta los límites 
de responsabilidad que se establezcan, en 
cualquier supuesto, incluso en el de accidente 
fortuito y aun cuando el transportista, operador o 
sus emplados justifiquen que obraron con la 
debida diligencia. 

Unos breves comentarios sobre esta cuestidn que 
conducen al primer contencioso. 

Se acoge, con sus mismas palabras, un esquema 
de responsabilidad objetiva cinco años antes a la 
Ley de Uso y Circulacidn de Vehículos 
Autombviles, pero,como todos los sistemas de 
este carácter, instaura una limitacidn cuantitativa 
para los daños y perjuicios. 

Se preve no obstante una responsabilidad no 
sujeta a límites si se prueba que "el da60 es el 
resultado de una acción u omisión del 
transportista, del operador o de sus dependientes. 
(art. 121 ). 

Es en este último punto, donde los intereses de 
los usuarios en un vuelo nacional se verían 
perjudicados en relación con el regimen de 
instaurado en la Directiva donde s6lamente se 
deberla demostrar el daño y la relación de 
causalidad . Por el contrario, según la Ley de 
Navegacion ABrea habría que probar ademhs la 
culpa, reconducida a traves del incumplimiento 
del contrato de transporte, ya que, cuando no 
existe culpa ni posibilidades de exoneración, se 
aplica el sistema objetivo limitado. 



Se podría plantear si la Ley de Consumidores y 
Usuarios sería invocable en un accidente a6reo; 
desde mi punto de vista y salvo mejor opinión, 
considerando que se trata de una "Ley 
especialisima" frente a la Ley de Consumidores 
que podría quedarse solamente en "especial", 
vendría a colación Únicamente como régimen 
supletorio. En este último caso, sí pudiera ser 
posible acogerse al contenido de la misma en 
virtud de un principio "pro-usuario" atendiendo a 
que el sistema establecido para la citada Ley de 
Consumidores ofrece en cierto modo un esquema 
más favorable que el instaurado por la legislación 
aérea: 

Regimen objetivo - pleno, pero limitado a 
500 mil lones para MEDIOS DE 
TRANSPORTES entre otros . 'Sería un 
limite por víctima?. 

Régimen semi - pleno, con inversión de la 
carga de la prueba, pero sin limitaci6n 
cuantitativa. 

Naveaación Marltima 

No parece que la legislaci6n espatiola recoja un principio 
de responsabilidad objetiva por daños a usuarios, salvo 
los preceptos específicos del Código de Comercio que 
trata de esta materia y, supletoriamente, el Código Civil. 
En tal sentido el planteamiento recién formulado en el 
punto anterior en lo que respecta al juego de la Ley de 
Consumidores adquiriría plena relevancia, en la medida 
en que no existen disposiciones específicas. 

Debe tenerse en cuenta, no obstante, que el derecho 
marítimo presenta unas características muy particulares 
desarrolladas a lo largo de un periodo muy dilatado de 
tiempo. Los Convenios Internacionales y las limitaciones 
de responsabilidad en el caso de reclamaciones por 
supuestos especiales juegan aquí un papel determinante 
(28). 



Sería, pues, conveniente abordar la promulgación de un 
régimen específico para este tipo de transportes en la 
linea de la Ley de Navegación Aérea y de la más reciente 
Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres. El 
principio de responsabilidad a imponer podría venir 
inspirado por el artículo 3 del Convenio de Atenas de 13 
de diciembre de 1974 (29). 

"El transportista será responsable del perjuicio 
originado por la muerte o las lesiones corporales 
de un pasajero, y por la perdida o daiíos sufridos 
por el equipaje, si el suceso que ocasionó el 
perjuicio ocurrió durante la realización del 
transporte y es imputable a culpa o negligencia 
del transportista o de sus empleados o agentes si 
éstos actuaron en el desempeiío de sus 
funciones". 

La culpa o negligencia aquí mencionada se presume en 
unos casos muy concretos, circunstancia que equivale 
en cierto modo a una responsabilidad objetivada para las 
perdidas o daños resultado directo o indirecto de 
naufragio, abordaje, varada, explosión, incendio o 
deficiencia del buque. En los demás supuestos incumbirá 
al demandante demostrar que hubo culpa o negligencia. 

Al contrario de lo que sucede en la Ley de Navegación 
ABrea , la nueva Ley 16/87 de 3 0  de Julio de 
Ordenación de los Transportes Terrestres , no recoge 
precepto alguno declarativo del régimen de 
responsabilidad aplicable al mismo. (30). 

Por el contrario, el reciente Reglamento que desarrolla la 
Ley a travBs de su aprobación por un Real Decreto de 28 
de Septiembre de 1990 (311, en su capítulo II si 
contempla disposiciones especificas sobre esta materia, 
limitando los daños a equipajes a 1.500 pts./Kg., salvo 
dolo del transportista). 



Sin embargo, no se formula ninguna mención en lo que 
respecta al contenido de este sistema de 
responsabilidad, ni tampoco en lo que se refiere a los 
daños a viajeros y ocupantes. En tal sentido, parece 
Iógico y jurídicamente aceptado que los transportes por 
carretera quedan sometidos al régimen objetivo 
establecido en Real Decreto Legislativo de 25 de Junio 
1986 de Adaptación de la Ley de Uso y Circulación de 
Vehículos de motor al derecho de las Comunidades 
Europeas (32). 

No sucede lo mismo con el transporte por ferrocarril y 
por cable que, al no gozar de un régimen específico, 
quedarían sometidos a un esquema comUn que la razón 
nos lleva a reconducirlo hacia el sistema contemplado en 
la Ley de Consumidores y Usuarios en cuanto 
instrumento más favorecedor para los citados usuarios. 

Acudir a esta disposición parece lo más lógico 
apoyándose tanto en la declaración explícita del segundo 
ounto del artículo 28 - MEDIOS DE TRANSPORTES - 
como en otro concepto elaborado desde antiguo por la 
jurisprudencia americana ("clashworthiness") que, de 
alguna manera, se intrumentaliza a través de la 
obligación de la garantía de pureza, eficacia o seguridad 
que se recoge en el punto 1 de este mismo precepto. 

Con este termino de imposible traducción, se viene a 
reconocer el deber ímplicito de determinados sectores 
económicos, preferentemente transportes y fabricantes 
de vehículos, de prestar que se materializa en el hecho 
de que, aun cuando suceda un accidente, siempre se ha 
de prestar una garantía complementaria de seguridad 
reforzada que evite el acaecimiento de daños. Si Bstos 
suceden se reconocería la existencia de obligación de 
resarcimiento, a pesar de poder acudir a otras vías de 
accionamiento (33). 



Para acabar con este punto, sólamente expresar 
brevemente la inquietud que produce en el ramo del 
Seguro de Responsabilidad Civil General (no 
automóviles) la exigencia de suscripción de una póliza de 
responsabilidad civil ILIMITADA que ofrece ciertas 
incertidumbres en lo que refiere a sus posibilidades de 
aceptación por las propias Entidades Aseguadoras, muy 
poco receptivas hacia seguros con sumas aseguradas 
exorbitantes. 

7.4. Prece~tos de Derecho Común 

Como se ha expresado en la exposición del contenido de la propuesta 
de Directiva, no todos los servicios están sujetos al régimen de 
responsabilidad que aquí se pretende instaurar. En un principio, son 
sólamente aquellos servicios susceptibles de causar daños directos de 
carácter personal y material los que se encuadrarían en el marco de 
nuevo sistema. Los perjuicios puramente económicos o patrimoniales 
y los daños morales, y otras pérdidas indirectas, como ya se ha 
podido observar , se someterían al régimen de derecho interno de 
cada estado miembro. 

En la medida en que sean consumidores. o usuarios los perjudicados 
por un servicio que genere daños de estas características habría que 
acudir nuevamente, - parece que todos los caminos nos conducen al 
mismo lugar - a la Ley General para la Defensa de Consumidores y 
Usuarios. A través de la declaración general formulada en el artículo 
25 se proclama "El derecho de los consumidores y usuarios a ser 
indemnizados por los daiios y perjuicios demostrados en el consumo 
de bienes , utilización de productos y prestación de servicios , salvo 
w l p a  exclusiva del perjudicado" (34). 

En este sentido, constituye una cuestión plenamente contrastada por 
los estudiosos del derecho de consumo la referida a un hecho de 
importancia determinante: los daños y perjuicios indemnizables son 
todos aqubllos que se acrediten. No se establecen , pues, distinciones 
dentro de las diferentes especies de daños siempre que pueda 
demostrarse la cuantía del resarcimiento. Por consiguiente, no existen 
razones fundadas que permitan restringir los perjuicios de los usuarios 
de servicios a los meros daños personales o materiales, a tenor del 
análisis del contenido de la Ley, de manera que todos los Servicios 
quedarían sometidos a la misma. 



Sin embargo, cuando el perjudicado no es un consumidor o usuario en 
el sentido de la propia Ley, no hay más remedio que acudir a las 
disposiciones de derecho común que el Código Civil desarrolló de una 
manera muy limitada a travks de los artículos específicos del contrato 
de Arrendamiento de Servicios (1 538 a 1587 del C.C.), la normativa 
general sobre las obligaciones y los contratos (art. 1088 y SS), los 
usos profesionales (art. 1258 C.C.) y la doctrina jurisprudencia1 (art. 
1,6 TP del C.C.) (35). 

Sin intención de abordar con profundidad todo el sistema de 
responsabilidad por incumplimientos contractuales, conviene no 
olvidar que el regimen de responsabilidad en derecho español sigue 
siendo culposo, de modo que el requisito de la culpa es necesario, aún 
cuando se establezcan presunciones de culpabilidad o se modere la 
misma en atención a la culpa de otro contratante. (361. Tampoco es 
tiempo de detenerse en los distintos efectos del contrato de 
arrendamiento según se trate de arrendamiento de obras o de 
servicios, ni en la naturaleza de la obligacidn (de medios o resultados) 
ni tan siquiera en la configuracidn de esta prestación como contrato 
de arrendamiento, mandato u otorgandole simplemente la calificación 
de negocio atípico de carácter mixto (37). 

Sin embargo, sí se formula de un modo absolutamente diáfano el 
hecho de que "incumbe la prueba de las obligaciones al 
que reclama su cumplimiento". Por consiguiente, el perjudicado por 
el incumplimiento o cumplimiento defectuoso o tardio del mismo, 
debería probar la existencia del contrato para desplazar la prueba al 
lado del presunto incumplidor que tendría que alegar su falta de culpa 
(teoria objetiva) para exonerarse de su responsabilidad, sin olvidar que 
una cosa es que se presuma el incumplimiento o, incluso, la culpa, y 
otra que se acepten los daños y perjuicios, siempre de inexcusable 
acreditaci6n. 

"El conflicto entre tesis subjetivas, de la culpa, y objetivas 
incumplimiento, se resuelve en que si bien la responsabilidad 
contractual es objetiva en tanto se responde del incumplimiento y se 
deja de responder excluido Bste, es en cierto sentido subjetiva. en 
tanto que en la determinación del incumplimiento a contrario ... se 
tiene cuenta la culpa como valoración de la conducta del deudor". 



La legislación y las aplicaciones practicas muestran, sin embargo, una 
tendencia a la objetivación también en el ámbito de la imputación de 
la imposiblidad sobrevenida al deudor, prescindiendo de la culpa e 
invocando el riesgo como criterio de imputación que prescinde de la 
valoración del comportamiento del deudor (38)". 

7.5. Res~onsabilidades en Servicios determinados 

A pesar de que ya antes de la promulgación de la Ley General de 
Consumidores y Usuarios se había asistido en algún caso concreto a 
la formulación de responsabilidades para determinados servicios (a 
través primordialmente de Ordenes Ministeriales, Instalaciones de 
Electricidad, Gas, Aparatos de Elevación, Grúas, distinto tipo de 
Maquinaria) (391, ha sido precisamente despues de esta Ley, que 
pudiera denominarse "emblemática" para los usuarios y 
consumidores, cuando han proliferado una gran cantidad de 
disposiciones tanto de ámbito estatal como autondmico - 
contemplando obligaciones específicas (Agencias de Viaje, Servicios 
de Limpieza, Reparación de Vehículos, Reparación de 
Electrodomésticos, etc.). 

Como todas las disposiciones de este tipo, suelen acoger preceptos 
del mas diverso contenido: especificaciones técnicas, 
responsabilidades administrativas, obligaciones concretas, sanciones 
Por infracción de la normativa e, incluso, con cierta frecuencia, 
obligación de suscribir un seguro de responsabilidad civil de obligada 
contratación para obtener el permiso, carnet o autorización requeridos 
para operar ;n el sector económico del que se trate. 

Desde nuestra óptica, el regimen de la responsabilidad civil aplicable 
a todos estos servicios en los que puede apreciarse la presencia de 
consumidores y usuarios, deben regirse por la Ley de mismo nombre 
y supletoriamente por el derecho sustantivo común en cuanto 
desarrollan un  sistema unitario, aunque bien es cierto que todavía se 
sigue acudiendo al cauce del artlculo del C.C. 1902 e, incluso, a la vía 
penal para solucionar litigios teóricamente enmarcables en la citada 
ley maestra. Será, pues, y nos atrevemos a aventurar esta 
circunstancia - una cuestión de tiempo y , sobre todo, de agilización 
de los tramites procesales, asistir a las primeras sentencias de 
nuestros Tribunales Superiores acogiendo los principios que la citada 
Ley instaura y, al mismo tiempo, se podra observar cdmo interpretan 
el tan denostado contenido de la misma. 



8. EFECTOS DE LA DIRECTIVA 

Antes de aprobarse los textos legislativos comunitarios, es preciso 
considerar la gran cantidad de documentacibn que se genera intentando 
anticipar el impacto que las citadas disposiciones tendrían en las 
autoridades, los ciudadanos y los sectores industriales implicados, quienes, 
previamente, acostumbran a ser consultados a traves de sus organismos 
representativos . De este modo, de la lectura de los comentarios anejos al 
anteproyecto de Directiva que estamos comentando, se pueden resumir las 
siguientes consecuencias: 

8.1. Efectos sobre los ciudadanos 

En primer lugar, se expresa la posibilidad de mejorar la protección de 
los europeos a travbs de un efecto preventivo y otro correctivo (40). 

Por un lado, se reforzarán los controles de calidad y normas de 
seguridad, circunstancia que permitirá a los consumidores dirigirse a 
aquellos profesionales con una trayectoria de probada garantía, 
elemento que supondrá "un ligero incremento del precio de los 
servicios ofrecidos". 

A nivel correctivo o reparador, la falta de conocimientos tkcnicos de 
los usuarios queda compensada con el sistema de inversión probatoria 
a cargo del prestador,que favorecerá el acceso a los Tribunales,con 
el fin de que sean reconocidos sus derechos contrastados en 
disposiciones legales identicas y en vigor en los Estados miembros de 
la Comunidad. 

8.2. m c t o s  sobre la Industria 

Los prestadores de servicios se situarían en la otra cara de la moneda, 
en la medida en que se verán obligados a reforzar la seguridad de sus 
servicios y a llevar a la práctica procesos tbcnicamente garantizados. 
Asimismo, el nuevo rbgimen contribuirá al buen funcionamiento del 
mercado interior, disminuyendo la inseguridad jurfdica, en virtud de la 
aplicación de principios comunes, y equilibrando las condiciones de 
competencia entre las empresas a nivel comunitario. 



8.3. Efectos sobre la Institución Aseauradora 

En los comentarios adicionales al texto, se lee textualmente: 
"eventuales aumentos de la cuantía de las primas de los seguros 
suscritos por el prestatario del servicio serían comunes a todas las 
empresas y, de todas maneras, repercutidos sobre el precio de los 
productos pagados por los consumidores". 

No se aventura sin embargo un porcentaje concreto de incremento, 
ya que, se dice, se decantará en función de la naturaleza de la 
actividad y de los seguros ya existentes con anterioridad a la 
implantación del nuevo régimen. Además ningún sector industrial 
tendría que verse perjudicado, ya que todos ellos quedarían afectados 
de la misma manera. 

Los posibles efectos sobre el seguro de una normativa que viene a 
implantar un régimen de responsabilidad más estricto ya fueron 
debatidos a raíz de la redacci6n de la Directiva 374 sobre productos 
defectuosos. Las consecuencias imaginadas fueron más o menos las 
mismas, moderadas subidas de las primas que irían adaptándose al 
rumbo que presentará la siniestralidad (41) y que , en cualquier caso, 
se reflejarían en "el scandallo" de costes de las empresas, vía 
incremento de precios. 

A pesar de que ya en algún país se ha propugnado una 
"regularización" indiscriminada de la situación mediante una elevación 
de las primas en torno al 15 - 20 %. La realidad es que no se ha 
apreciado en general un sobresalto espectacular en el coste de los 
seguros de fabricantes, distribuidores e importadores, más bien ha 
ocurrido al contrario, aunque quizá sea un poco pronto para afirmarlo 
tan rotundamente (42). 

Sin embargo, sí pueden constatarse las consecuencias para la 
instituci6n aseguradora de la Ley General de Consumidores y 
Usuarios, que abría grandes expectativas, tanto por el regimen de 
responsabilidad que impuso como por la evolucibn que depararía el 
art. 30 en lo que al desarrollo de los seguros de suscripci6n 
obligatoria se refiere. 



Pues, bien, aunque las cifras totales del ramo de Responsabilidad Civil 
crecen algo más que las de la mayoría de las modalidades de 
aseguramiento, no se han materializado en modo alguno las 
esperanzas depositadas ... y es que, como acostumbra a decirse, "no 
hay más cera que la que arde", aunque tampoco puede afirmarse que 
los aseguradores hayamos sido capaces ni de difundir el contenido de 
la Ley, ni de transmitir los beneficios de un seguro ante situaciones 
como las presentes (43). 

9. COROLARIO 

El proceso irreversible hacia la consecución del mercado interior y hacia la 
armonización de la normativa comunitaria avanzará un poco más con la 
aprobación de esta propuesta. Desde 1972 en que empezó a desarrollarse 
una politica de protección de los consumidores, paso a paso, a veces con 
titubeos y no sin pocos esfuerzos, se han ido quemando etapas en un plazo 
relativamente breve de apenas veinte años. 

Sin embargo, todavía quedan cosas por hacer, especialmente en lo que se 
refiee al acceso a la justicia de los consumidores, otro derecho fundamental: 
"Es común a todos los países miembros de la CEE la idea de que el sistema 
judicial tradicional, en la forma que ha venido atendiendo las demandas 
formuladas sobre el cumplimiento de obligaciones, es ineficaz cuando debe 
enfrentarse con una nueva concepción de Bstas y con la dimensión que a su 
tratamiento le da e l  trafico en masa (44). 

Los inconvenientes derivados de las dificultades existentes en esta materia, 
obligarán a un esfuerzo urgente y necesario para agilizar las prácticas 
iudiciales estableciendo procesos sumarios que se caracterizen por su 
ráp ida y bajo coste. Los Tribunales Arbitrales o las Juntas de Consumo 
podrlan asimismo abrir un nuevo camino. Pero sin embargo, la posibilidad de 
que un ciudadano inglés, domiciliado en Italia pueda reclamar en un Tribunal 
español el resarcimiento de un daño acaecido en España con ocasión de sus 
vacaciones por el fallo del sistema de frenado de un automóvil japonés 
importado por una sociedad alemana, aún estando ya prevista, todavía se 
nos antoja un poco lejana en la realidad (45). 



Pues, bien, aunque las cifras totales del ramo de Responsabilidad Civil 
crecen algo más que las de la mayoría de las modalidades de 
aseguramiento, no se han materializado en modo alguno las 
esperanzas depositadas ... y es que, como acostumbra a decirse , "no 
hay más cera que la que arde", aunque tampoco puede afirmarse que 
los aseguradores hayamos sido capaces ni de difundir el contenido de 
la Ley, ni de transmitir los beneficios de un seguro ante situaciones 
como las presentes(q3). 

9. COROLARIO 

El proceso irreversible hacia la consecución del mercado interior y hacia la 
armonización de la normativa comunitaria avanzará un poco más con la 
aprobación de esta propuesta. Desde 1972 en que empezó a desarrollarse 
una politica de protección de los consumidores, paso a paso, a veces con 
titubeos y no sin pocos esfuerzos, se han ido quemando etapas en un plazo 
relativamente breve de apenas veinte años. 

Sin embargo, todavía quedan cosas por hacer, especialmente en lo que se 
refiee al acceso a la justicia de los consumidores, otro derecho fundamental: 
"Es común a todos los países miembros de la CEE la idea de que el sistema 
judicial tradicional. en la forma que ha venidb atendiendo las demandas 
formuladas sobre el cumplimiento de obligaciones, es ineficaz cuando debe 
enfrentarse con una nueva concepción de Bstas y con la dimensión que a su 
tratamiento le da el trhfico en masa (4 . 9) 
Los inconvenientes derivados de las dificultades existentes en esta materia, 
obligarán a un esfuerzo urgente y necesario para agilizar las practicas 
judiciales estableciendo procesos sumarios que se caracterizen por su 
ráp ida  y bajo coste. Los Tribunales Arbitrales o las Juntas de Consumo 
podrfan asimismo abrir un nuevo camino. Pero sin embargo, la posibilidad de 
que un ciudadano ingles, domiciliado en Italia pueda reclamar en un Tribunal 
español el resarcimiento de un daño acaecido en España con ocasión de sus 
vacaciones por el fallo del sistema de frenado de un automóvil japones 
importado por una sociedad alemana, aún estando ya prevista, todavía se 
nos antoja un poco lejana en la realidad ( 4 9  



Y, finalmente, quedaría un último salto que realizar: La constitución de 
Fondos de Garantía Específicos, como existen en algunos supuestos de 
contaminación, con aportación pública o de los sectores industriales 
implicados, o bien de ambos, que indemnizaran en forma automática los 
daños acaecidos en el uso y consumo de bienes y servicios. La Ley Española 
ya apuntaba en este sentido y en algunos países se han acercado a criterios 
asimilables, ya que EL MUNDO VIVE BAJO UN NUEVO SIGNO: EL 
CONSUMO (46). 
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ANEXO l l  

INCORPORACION DE LA DIRECTIVA 3 7 4 / 8 5  RC PRODUCTOS 
A LAS LEGISLACIONES NACIONALES DE LA C.E.E. 

(Situación a 1-11-90L 

( * )  Debm 6.stacar.e que la Comisión ha formulado contra el Reino Unido un 
recurso en materia de interpretación de la noción de riesgos en 
desarrollo. El Tribunal de Justicia deberá resolver si, como establece 
el texto británico, el productor puede exonerarse mediante la prueba de 
que ni 61 mismo, ni los fabricantes do productos similares estaban en 
condición de conocer la peligrosidad de los mismos en el momonto de la 
puesta en circulación. 

DINAMARCA 

Fuente: Reunión Comit6 Europeo do Seguro.. 

1.1.90 
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ANEXO III 

c 
374185 AL DERECHO ESPAÑOL 

CUESTION PREVIA: 

LEY 26184 PARA LA DEFENSA DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS DE 
19 DE JULIO. 

ANTEPROYECTOS INICIALES: 

MINISTERIO DE JUSTICIA (Comisión General de Codificación) encarga 
al Profesor Rojo la elaboración del proyecto. 
TEXTO ARTICULADO DEL MINISTERIO DE SANIDAD Y CONSUMO. 

ANTEPROYECTOS CONSENSUADOS 

Setiembre 1988. 
Marzo 1989. 

CARACTERISTICAS GENERALES: (Anteproyecto Marzo 89) 

a) 3 OPCIONES: Exclusión Materias Primas Agrícolas (Art. 
2). 
Consideración de la exoneración por 
" r i e s g o s  d e l  d e s a r r o l l o "  s a l v o  
medicamentos y productos alimenticios 
(Art. 6). 
Limitación de¡ régimen de RC objetivado a 
10.500 millones (Art. 1 1). 

b) OTRAS: Adelanto de gastos de peritación a criterio 
del juez (Art. 5). 
Regulación de las relaciones internas de la 
solidaridad (Art. 7). 
Inclusión lesiones psíquicas (Art. 10).  
Franquicia 65.000 pts. para daños a bienes 
de uso privado (art. 7). 

QTRAS DISPOSICIONES 

Se derogan los parrafos B y C del apartado 1 del artículo 27 y el 
artículo 29 de la Ley 26/84. 
Previsión de Seguro Obligatrio para productos y servicios cubriendo 
daños personales. 
Adaptación periódica de los Ilmites. 
No aplicación del art. 28 de la Ley 26/84 a los productos 
contemplados en la Ley de adaptación de la Directiva. 
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CONSEJO 

RESOLUClON DEL CONSEJO 

de 9 de novicmb~t & I9O 

sobre fuiurna prioridades psm e l  n l u u a n h r a  de 1. po l l cb  de pmtcs0óa del consumidor 

(89/C 294101) 

EL CONSEJO U€ IAS í~OMI'Nlf>ADkS F~IKOI'~AS. 

Visto e l  Traudo constiiuiivo dr l a  Comunidad Econb 
mica Europea, 

Cansadcnndo quc l a  rncinra dr la calidad dc vida im- 
p l i u  entre ouas cosas la protcccr6ri de la  salud, la  segu- 
ridad y los inureres rconbmicos de los coniuinidores, 
as) como la informaci6n y la cduia~;(in dc tstos; 

Conridcrando que e l  cumplimiento de dicho ohictivo re-  
quire e l  desarrollo dc una pdlura dc proieccibn c rnfor- 
rnicinn del con~umidor a nivel comunitario. 

Considenndo que e l  rniculo 100 A del T n u d o  p m t  Ia 
adopcidn dc squcllu medid- dc armonid6n que un- 
gan por objew el esublccimicnra y el  funcionimimtu del . mcrudo inurior, y erige que Ii Camiri6n. en sus pm- 
p u u w  ptevin~t en c l  a p d o  1 de dKho w k d o  en 
materia de proMci6n de los consunidorrs, a bue en un 
aivd de piacccibn elevado p a n  u e y w  h confianza 
de los cnnsurnidorn en e l  funcionamienra del merudo; 

Considcrlndo que w u  vinculwi6n dc Ir polhia & . . 
w i 6 n  de los connimidores c m  Ir efeaka rratuo6n 
dd  n~erudo interior postula una rtvuibn y d i  
& sus objetivos, inai&ndo en aqucllrc m d i  que 
ofrezcan rrrvludol ungibks r cono pluo; 

Considerando auc cn rcsDucsu a u1 necesidad K idoo- 
taron los dos ' ~rol;ram;s de acci6n comuniuria he Conriduuido que los ,&* con mrr- 
1975 (') y 1981 ('), en favor de los comumidorrr; u& interior debncra avanzar umbien eri el t endo  da 

la libcnliucibn del comaPo y dd crecim¡u> de la 

Conrrderando que a l a  luz dc los rouludos Jc Ir aplica- vmcU que debcrc' consumi- 

ci6n de dichos programar fue necesario d u  un nuNo do,; que las d i d a r  adopuáas por la Comunidad para 

irnpulw a csu p d l k  c o r n u n i ~ a  volviendo a definir pr-r a loa conrurnidom d h  ser confomm con la 

sus objeu~os y paOriddn mcdiante la adopcih por cl Rewluuóo del G n x i o  de 30 dr junio & 19l8(3; 

Conuio de la  Raaicibn de 23 & juaio de 1916, d a -  
i i v i  a l a  oticnuci(k futura de la wlíiica de l a  Comuni- 
dad Econ6miu para Ir pmucchn y cl fomcnw 
dc los internes de los cansumidores ('); 

Considetando gur cl conicnido de ialrr ubic~ivos debr 
iraducinc en una protccci6n efriiava de los tnurrser in- 
dinrlu.les v colectivos dc los c~nrumidorer; 

8 

Considerando que dicha p rou~ i ib i i  C~CCIIVI pucdr, en 
ilgiinos casos. exigir medidas de annoniraci6n cncamt- 
r~adu  a miar  los obsUculor a l  buen funrionamicnio del 
incrcado iriunor; 

Cons&nndo que la wnduiiooa del Consejo hquo 
de diriunbm & 1985 subrayan Ir imponinoi que b 
Ir búsqueda de enfoqw .hcmi<nor pui h norPui*i 
siempre que diihor cnioqucs ofmzcui psibilibder mi. 
lcs pira un avance imponante; 

Considerando que la Reloluu6n dcl Convio de 2 1  de 
junio de 1986 ichala que Ir Comisibn uenc inwnsbn de 
proccdcr i una rmplis wnru lu  de la mediur in<rrcn- 
don. m padeulu. c i i  l a  fase de picp.nci<)n de nu pm- 
pucsur ; 
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Considcrando que cs nrccrario tener mís cn cucnu lo, {cna de armonización tkcnica y nonnalirac¡6n, aprobado 
;nrercres de los consumidores cn 11, dern~r  poliricas co- por la Resolución del Conwjo de 7 de mayo de 1985 ('); 
rnuniunas y quc, cnirc otra) co$as, csto requiere un co- 
nwimicnto dcl impacto dcl nicrcado intcrior CDnlrderrndo convenicnre eswdiu la posibilidad 
cn el  consumidor; de aue la  decluacibn de los d c r d o r  del wnsumidor y 

la r;alizeci6n de un mercado intenor en cl quc se inien- 
Considerando que es coiivenicnre mciorar la rcprcrcnta- 
ci6n de los consumidores a nivcl comuniurio w n  vistas a 

sifiquen los inwrcambios cnu. b u d o s  miembros. vayan 

asegurar CI equilibrio entrc los inlcrcses de los producto- 
acampanadar de dacrminadu medidas dc orden judicial 

rcs y los de los consumidorcr; 
o cxuaiudicial, 

Considerando quc es imponrnic fomentar la seguridad 
ui como la mejora de la informacihn relativa a la calidad 
de lo$ productos y rewicios; que en conscniencia. si- 
guiendo el esplnru de ta Kesoluci6n del Conicjo de 25 
de junio de 1987 relativa a la segundad dc los conrtimi- 
dores (') la Comisión ha propuesto al Consejo una Di- 
ncriva que aplica el principio general de la obligaci6n de 
seguridad en los bicncs, sin perjuicio de que se prosigan 
los uabaios rclactonados con el .nuevo enfoque* en mi. 

(') DO no C 176 de 4. 7 1987, p 3 

INVITA a la Comis ih  a quc en el d c ~ u r o l l o  de sus tn- 

bajos rcalics un  esfuerzo prioritario en loa imbitos pre- 
vinos en el Atiexo dc la pnsenu Resolucibn, considcra- 
dos crpccidmente scnribles para los consumidores, y a 
que, habida cuenta de u ler  prioridades. presente antes 
del 31 dc diciembre de 1989 un plan uienal sobre los 
objetivos de la Comun idd  pan & polluo de p ~ l e c c i 6 n  
y fomento de los intereses de los connimi&rcs. 

ANEXO 

- la elaboraci6n de una ficha de imp8cw d e a d r .  relauva 1 aqucllu pmpuerru rspoalncnv uau- 
blri  para CI coniumidor. 

2. Mejorar la  reptrniitaci6n de loi conrumidorea en el plano coniuniiirio, nuidim& lu d h n w  poAi l t -  
dJa dr fomentar: 

- p a ~ t p l r i 6 n  en rl risumr de r r p r r w n t ~  de los mniumtdari dc lu UO«I&IYI & LO* dile. 
rentes t s t i d o s  membnii, 

- rl ~nui<ambio de criterios mn los rcpreununtu de los rcunfes ccunamicas o cmp<ruri.ki, 

- la  a1~licari3n Optiin~ dc 1. RcmIwi6a del C o w m  de 4 de nwumbrc & 1988 d a u n  a 11 m r p n  de 
l a  pahripaiton de los consun~idorcc en 11 nonnabzrci6n í'). 

dhiidosr pnr wpucsiu qur ti1 ineto<r i p d a r i ,  rnue owri cow. a Ii rei l iucdn de la objemos Jr Ir 
pres~nte Rc<riluc>iin ), rn ~>ri~icuIai  de rqudloi que se ibduan en el  punw I 

i roinrnue I i  ~ r ~ u r o d a d  yencril Jr los productos y de ini icwicior y Ir 6rnIom dr  Ii idumudn wbm Ii 
~ i l i d r d  <Ir los pralu, tos v >rrvicioi 
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- rclanda par c l  luncionamiento Wumo: 

- Jcl ia>tcma comunlcano de tnvrcamhio ripido de inlonnsuoner iobrc 101 pclbgor dcnvidoi de 
I i  urilirxcton dc productor de consumo, creido par lu Dccuionn 84IIOVCEE y 
89/4S/CCE ('), 

- cri~muliodo lar campanas quc impulsan la qur idad dc los productos, cn puticulir cuando rc v i t i  

dr produrror qur lo1 nitios puedan utilizir, o quc puedm i f c w l u ;  

- amonizrndo los mcrin~smoi dc control de los difcrrnw Ejudoi nuembmr en lo que re cefuce a 
loi produrcos alimrniluor y csrudizndo Ir posihiltdad de umoniur, ui su uso. los rneunumoi de 
convol para 103 dcmbi productns, 

- hurrando un m u c o  @rnuniiano para 11 in fon iabn sobre los praluaos, incluidos los alimcnucioi. 
por medio dcl rtiquciado. Jc inwrnenws de i-anunicnto, dr signar d'uunuvoi. cm o b i ~  de 
ayudar a 10% cnn.umidores a clcgir con dindrd y niur lu rIrgiciones fnvdulenus y la rompaen- 
cia desled; 

- r~rudiando lor crauoor comunes que dcbcn aplir.ne p y i  l a  rcrlizaciJn de las pmebai y i n l l i n a  
coin~~ariiirus dc Inr produmi y srnicior y p a n  I i  difusibn de JW naibdor. ad wmo fomenundo 
su aplication, 

- zcerdando un cnlcquc ~ l k d  para crublc-, un muFo común rn e l  imbiro & lar pnicbu y de Ir 
~clíificrc>hn (cvaluacibia dc la coniarm~dad) para paranuui e l  principio dd rcawcimknw red- 
p r w .  con arreglo a 10 dirpucw rn rl .nuevo enfoque en miteni  dr i rmonuauh ikniu y dc 
iiormnliraciOn. del I thro Rlanro de 1985 sobre Ir con-cibn del mrrudo inrerior. 

4 Sin pcr)uirio dr I i r  Jsspn~icionrr nacionales a l  rripecw. i n i i 6 u  a los budos mlímbm r que fuiürcn 
rl rucsu a l. i u s ~ k i a  y. a "1 fin: 

- ~umplciar lo< rsiuilica rlcrcriioi cn c l  punto 7 de Ir RcioluciJn del Convp  de 25 de junio & IMT, 
sin pcriuirio dr I i  ruovcnneniii tic admi~ii las accionrr wleakinu: 

- lomcntir Ir bYsqucda por prnc de lu i  &c.dos mirmbm. dc ruicinir iudicirlu o emjxdkU1a qug 
permitan Ir ~nlucihn ,$pida y c l iuz de los litigios de mcna imponrnoi rnvt los coiwmidom y 
lo i  pruvccdorci de hirnes y servicios; 

- estudiir. cn colahoraubii con lo8 Enrdos micmbnn. I i  v i i M i d  dc un riruma de merunibio & 
informiuhn que lrciliu e l  trccw i Ii cuuucii & a w  Eiudo m& en lot woi de li* 
t r rnr fmn~nros dc menor nmporuncii 

5 Llcrir r rabo. rrklirrndo ~unsultir con los c=pmos nicionilcs y rapeundo lo3 cntcnoi uubleador en 
Ii Resolucibn dcl Cunulo dr 23 dr  junio de 1986: 

- lur irabato$ ya cmprendidor r n  l a  Comisih, imluytndo los tdauror r Ir p r w u a u  dc Di-I 
lubre ciiusular rburiva> en los conurros ). al uifomc iobrc Ir p h c i  gcnrni de infonnwifm r br 
contunudom: 

- d nudio. en e l  mrrcu del ~1.n rncnml y rrnicndo cn airnu cl obj j ro dc 1992. de ovii poldka 
it&&.r. cn p a k u i u  rn 10s L m b k  de Ir cducacabn d d  cmrumidor. dc Ir> n u n u  iao+W 
q u  ycn i iun la vrnu m dlrui&. de l i s  p r i n i h i 7  d d  v h  ponienu. rd como de Ir publicidid 
d a w .  



ANEXO V 

PLAN TRIENAL DE ACCION SOBRE POLITICA DE LOS 
CONSUMIDORES (1 990 - 92) 

MEDIDAS A ADOPTAR EN MATERIA DE SEGURIDAD 

DE LOS CONSUMIDORES 

1. Ampliacidn del sistema de intercambio rápido de información. 

2. Propuesta sobre responsabilidad en las prestaciones de servicios. 

3. Modificación de la Directiva sobre cosm6ticos. 

4. Elaboracidn de un repertorio de productos que requieran normas e 
información específica. 

5. AplicaciOn de la Directiva 851374 sobre responsabilidad civil por 
productos defectuosos. 

6. Aprobacidn de la propuesta de Directiva sobre Seguridad de los 
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